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“La prisión sólo recibe al hombre. 
 El delito queda en la puerta” 

Manuel de Montesinos y Molina1 
 
 
 
Introducción 

 

El presente documento de trabajo tiene como objetivo central 

presentar una agenda de temas de política pública, orientada a 

constituirse en lineamientos para una reforma del Servicio 

Penitenciario Federal. 

Esta institución, responsable de la administración del Sistema 

Penitenciario Federal, es una fuerza de seguridad de la Nación 

dedicada a la custodia, guarda y seguridad de los procesados, y a la 

ejecución de las sanciones privativas de libertad, de acuerdo con las 

disposiciones legales y reglamentarias en vigor. 

A pesar de la importante misión social que la Institución posee, su 

Ley Orgánica Nº 20.416 fue dictada en el año 1973 durante los 

últimos días del gobierno de facto, en un marco político y social muy 

diferente del actual. 

Los importantes avances que se han registrado desde entonces, tanto 

en materia de defensa de los derechos humanos como de nuevos 

modelos de gestión del tratamiento del interno en pos de su futura 

                                                 
1Reconocido funcionario del penitenciarismo español, considerado como el creador del sistema de 

progresividad de la pena y la humanización del trato carcelario. 
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reinserción social, deben ser incorporados a la Institución. 

Asimismo, en el año 1996 se promulga la Ley Nº 24.660, de 

Ejecución de la Pena Privativa de Libertad, que establece los 

principios y modalidades básicas de la ejecución, las normas de trato, 

disciplina, trabajo, educación, etc. 

Esta Ley significó un importante avance en la materia, al establecer 

como objetivo de la pena privativa de libertad lograr que  el 

condenado adquiera la capacidad de comprender y respetar la Ley 

procurando su adecuada reinserción social, con la comprensión y el 

apoyo de la sociedad. 

El tratamiento y la reinserción social del interno adquieren, entonces, 

importancia fundamental. 

Este enfoque del problema penitenciario recoge la legislación 

internacional en la materia, y refleja innumerables pronunciamientos 

de las Naciones Unidas acerca de los Derechos Humanos de los 

detenidos. 

Surge entonces con claridad la necesidad de establecer una agenda 

de temas, para encarar una reforma de la institución encargada de 

cumplir lo establecido en la Ley Nº 24.660, esto es, el Servicio 

Penitenciario Federal. 

Se ha optado por presentar este documento de trabajo estructurado 

en cuatro ejes temáticos y un Anexo que constituyen, a nuestro 

juicio, un enfoque integral de la cuestión y que permiten establecer 
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lineamientos básicos para encarar la reforma. 

El primero se centra en el problema del Servicio Penitenciario Federal 

como un Servicio Social Calificado, el segundo aborda el problema del 

tratamiento y la reinserción social, el tercero identifica al Recurso 

Humano como clave para la transformación, y el cuarto recoge la 

experiencia internacional en la materia tomado a España como caso 

de análisis.  

Por último, se incorpora un Anexo en el que se incluyen un proyecto 

de Nueva Ley Orgánica del Servicio Penitenciario Federal, elaborada 

en el marco de las recomendaciones de reforma sostenidas en este 

trabajo, y un proyecto de Nuevo Reglamento General de Registro de 

Internos, Visitas, Instalaciones y Cosas con su respectivo proyecto de 

Decreto aprobatorio. 

La intención de este equipo de trabajo es plasmar, en este 

documento, aquellos aspectos que consideramos centrales a la hora 

de elaborar una agenda de temas orientada a encarar una reforma 

del Servicio Penitenciario Federal, teniendo como premisa y guía del 

proceso la importante e indelegable misión social que la Institución 

posee: el tratamiento y reinserción social del interno penitenciario. 
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El Servicio Penitenciario Federal como un Servicio Social 

Calificado 

 

El Sistema Penitenciario es un subsistema social, donde confluyen 

conflictos y contradicciones de la sociedad derivados de variables de 

orden demográfico, procesos migratorios internos y externos, 

desempleo, crísis de la familia, marginalidad, violencia en todas sus 

formas, narcotráfico, etc. 

El Servicio Penitenciario Federal, institución encargada del 

cumplimiento de la Ley Nº 24.660 de Ejecución de la Pena Privativa 

de Libertad, debe moverse armónicamente dentro de la normativa 

vigente (nacional e internacional), los adelantos teóricos y prácticos 

para el tratamiento individualizado de los internos y los métodos y 

técnicas de readaptación y reinserción social. 

El hombre privado de su libertad debe desarrollarse en su integridad, 

madurez y respeto a la Ley, practicando la libre elección y la 

responsabilidad por sus actos. En este sentido, todas las acciones y 

programas de la institución penitenciaria deben estar orientados a la 

búsqueda de esa finalidad. 

La ejecución de las penas en la historia de la humanidad, y según las 

épocas, ha transitado desde el mero encierro como forma de castigo 

hasta el moderno concepto de reinserción social como objetivo 

último. 
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Todos los Tratados Internacionales en materia penitenciaria reflejan 

en la actualidad, la absoluta necesidad de dotar al interno de las 

herramientas necesarias para que pueda desarrollarse humanamente, 

y reinsertarse satisfactoriamente en la sociedad. 

La ejecución de las penas privativas de libertad representan una 

acción inserta en un marco más amplio: la prevención del delito. 

El sistema penitenciario cumple su función cuando logra un hombre 

reintegrado al medio social con actitudes y aptitudes de sana 

convivencia, con un proyecto de vida integral.  

Un sistema penitenciario eficaz debe traducirse, necesariamente, en 

menores niveles de reincidencia en el delito. 

Para asegurar el cumplimiento de tal objetivo, el Servicio 

Penitenciario Federal deberá encarar un proceso de reforma que 

contemple aspectos básicos de su organización. 

El mismo, deberá adecuar su estructura organizativa a los modernos 

sistemas de gestión gerencial, trabajar sobre su política de recursos 

humanos en forma integral, atendiendo a la selección, formación, 

capacitación y evaluación de su personal instaurando mecanismos de 

planificación, ejecución y medición de resultados, en el marco del 

compromiso propio de instituciones comprometidas con una 

importante misión social. 

Resulta crucial la reforma de la Ley Orgánica del Servicio 

Penitenciario Federal Nº 20.416. 
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La misma deberá contener los cambios en materia de legislación 

relativa a los derechos humanos de los internos e introducir los 

modernos conceptos en materia de tratamiento y reinserción social. 

La actual Ley Orgánica, vigente desde el año 1973, integra en su 

texto tanto los aspectos estructurales de la organización como al 

régimen para el personal penitenciario, delineando una organización 

militarizada y poniendo el acento en los aspectos de seguridad más 

que en los de tratamiento y reinserción social de los internos. 

Resulta entonces prioritario la necesidad de un cambio conceptual de 

fondo, con basamento en la importante misión social de la institución 

a través de una norma de carácter poco dispositivo, con alto 

contenido conceptual y que refleje adecuadamente la redefinición de 

su misión y objetivos. 

 

Con ese objeto se requiere poner acciones en marcha que permitan: 

 

• Dotar al Servicio Penitenciario Federal de dinamismo, con un sólido 

respaldo legal a la misión institucional, incorporando tecnología 

organizativa moderna, profundizando los mecanismos de 

centralización normativa y descentralización operativa y adecuando 

la organización a sus principios rectores de unicidad, exclusividad y 

especificidad operativa. 

• Contar con un cuerpo legal integral y específico que regule el 
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sistema de carrera del personal penitenciario. El nuevo régimen 

deberá contemplar un rediseño escalafonario integral y una 

desmilitarización de las áreas de tratamiento y servicio social. 

 

 

El problema del tratamiento y la reinserción social 

 

La delincuencia en su forma y manifestación actual, con actos 

concurrentes y masivos de criminalidad y dosis de violencia 

exponenciales, representa un nudo gordiano a destrabar. Las 

soluciones y antídotos que se diseñen e implementen deberán 

contribuir al logro de niveles razonables de confiabilidad para la 

seguridad individual y colectiva.  

En la ciudadanía domina una sensación de desamparo frente a la 

seguridad, encontrando que las instituciones principales y 

tradicionales no dan respuesta a su problemática. 

La ineficacia de las acciones desplegadas, junto a las que naufragan 

por parcialidad e inercia atentan y van en desmedro del “sentimiento 

de seguridad personal”. Debe tenerse muy en cuenta lo que significa 

la sensación de un individuo potencialmente afectable en carácter de 

víctima de un delito (sensación y probabilidad de ocurrencia) y la 

repercusión de su traslación masiva. 

El subsistema penitenciario, dentro del sistema penal, debe constituir 
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un sólo bloque funcional responsable por todo el circuito del 

tratamiento penitenciario hasta el agotamiento de la sentencia 

condenatoria. 

Todo lo que ocurra durante el período temporal en que transcurre la 

sentencia condenatoria le compete y es el responsable de receptar los 

lineamientos políticos de gobierno y mantener su discrecionalidad. 

El Estado es el responsable ante la sociedad de administrar 

satisfactoriamente la ejecución de la pena, y debe hacerlo con 

desarrollos programáticos diferenciados, implementando las 

actividades con recursos humanos calificados y una gestión que se 

oriente al cumplimiento de los objetivos del tratamiento penitenciario. 

Existen posiciones contrapuestas, por un lado se observa el avance 

del conocimiento y de la tecnología para administrar las funciones 

penales con peso humanitario. Esto remite a la atenuación y 

disminución de los factores perniciosos del encierro y del impacto de 

la pérdida de libertad del hombre por haber violado los cuerpos 

legales vigentes y hechos concretos en contra de una convivencia 

social razonable. Por otro lado y a modo de contrapeso está el 

fenómeno extendido y masivo de delitos con violencia incorporada, 

como un desafío de envergadura para toda la sociedad. 

La tranquilidad pública debe ser producto de una administración 

razonable y responsable del mandato social. Esta es la razón 

fundamental para mantener la iniciativa e ingerencia del Estado en el 
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cumplimiento y efectivización de los tramos de la sentencia 

condenatoria. 

El Servicio Penitenciario Federal en representación del Estado y en el 

marco de las políticas de gobierno, debe velar y hacerse cargo con 

reformulaciones y reformas, abocándose de lleno a las actividades de 

índole y contenido penitenciario para hacer del mismo un sistema 

eficaz ajustado a las respectivas atribuciones normativas y 

reglamentarias, con lo cuadros profesionales necesarios, programas y 

desarrollos en condiciones de ser operados. 

El VII Congreso de Naciones Unidas sobre la  Prevención del Delito y 

Tratamiento del Delicuente, recomendó y exhortó a los Estados 

miembros para que examinen la cuestión de las medidas alternativas 

sobre privación de libertad, teniendo debidamente en cuenta a la 

seguridad pública. Asimismo, aconsejó la pertinente coordinación en 

el empleo de todas las medidas, estableciéndose la imperiosa 

necesidad de programar cuidadosamente la administración de las 

medidas sustitutivas y la adecuada supervisión de los delincuentes, 

asegurándose de tal manera que se establezcan garantías legales y 

judiciales en la aplicación, administración y consecuente control. 

La asistencia a quienes están próximos a egresar en Libertad 

Condicional o Libertad Asistida la brinda el Servicio Penitenciario 

Federal conforme las artículos 30 y 31 de la Ley Nº 24.660 de 

Ejecución de la Pena Privativa de Libertad, atendiendo a los internos 
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en su lugar de alojamiento y, procurando el contacto con sus 

familiares a fin de mejorar la relación en favor de una satisfactoria 

reincorporación a la sociedad. 

Por añadidura, la situación psicosocial en que se encuentran los 

internos próximos a gozar de la libertad condicional o asistida no 

siempre suele ser la más adecuada, por cuanto mucho tiene que ver 

con la predisposición  (que en su fuero íntimo posee) para ajustarse a 

las normas de la sociedad, sobrecargado por su anterior situación. 

El Servicio Penitenciario Federal, a partir de su reconversión en 

Servicio Social Calificado deberá interactuar con los subsidiarios de la 

reinserción social: Patronatos y Organizaciones No Gubernamentales 

para producir y conseguir los objetivos institucionales, es decir, la 

reinserción social de aquellas personas que en cumplimiento de sus 

sentencias estuvieron retenidos, custodiados y tratados para su 

consolidación individual. 

Respecto al punto anterior, se pueden citar en la Capital Federal dos 

programas que la Institución lleva adelante con la colaboración del 

Patronato de Liberados: Preegreso y Jóvenes Adultos.  

El Programa de Preegreso ha dado resultados satisfactorios, sobre 

todo cuando las tareas previas se suman a la semilibertad como 

herramientas apropiadas para acotar la llamada “crísis del egreso”, 

permitiendo prevenir y superar problemas que inevitablemente 

padecerá en el medio social. 
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En cuanto al de Jóvenes Adultos, se orientó hacia la formación de 

hábitos laborales, capacitación y apropiada reinserción social. Ante 

ello, una adecuada selección e integración de los profesionales que 

llevan adelante el programa, y a su vez un correcto seguimiento y 

evaluación de las historias criminológicas será cada vez más 

necesario. 

Pero, además, es imprescindible que la comunidad profundice -junto 

a los padres- y asuma con mayor compromiso las tareas de 

prevención. 

La problemática presentada es una responsabilidad directa del Estado 

y en ese sentido se debe actuar en el debido contexto e interacción 

con actores y organizaciones subsidiarias que tienen interés, accionan 

y apoyan la gestión. 

El Servicio Penitenciario Federal debe velar por un abordaje franco 

directo y con estrategias claras de cooperación, compromiso y 

persuación, con los múltiples actores referentes, con los propios 

sujetos de la condena y con la sociedad en general para el arribo 

satisfactorio a los estándares deseados en materia de reinserción e 

integración plena a la comunidad. El dilema y escollo a sortear se 

transita por las cuestiones de reincidencia y reinserción, entre estos 

dos parámetros se fijarán los índices referentes de acción y 

evaluación futura para ver el desenvolvimiento, logros y correcciones 

pertinentes. 
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La “cooperación” es un buen referente, en tanto todos los actores 

intervinientes junto al interno, sujeto de los esfuerzos penitenciarios, 

estarán en la convicción de un juego de suma positiva en donde se 

plantea la problemática con un horizonte de múltiples beneficios, es 

decir se trata de un juego donde todos ganan algo. Esto es posible 

siempre que se instaure un sistema de evaluación permanente y se 

constaten los beneficios obtenidos por cada actor social participante.  

El Servicio Penitenciario gana profesionalmente, el gobierno aplica su 

plan rector de acción, la sociedad obtiene mayores índices de 

seguridad, el ex interno se introduce a la trama social con un nuevo y 

productivo proyecto de vida y los actores sociales ganan en 

legitimidad. 

La sociedad demanda la intervención directa del Estado en todo lo 

que se desprende en materia de seguridad, razón por la que se hace 

necesaria la administración, supervisión y control de esta 

problemática por parte de un Servicio Social Calificado, atento a que 

dichas actividades estan insertas en lo que se denomina prevención 

terciaria, y obviamente comprendidas en la macropolítica estatal de 

seguridad. 

Conforme lo expuesto, dicha macropolítica fijará como meta de 

mediano y largo plazo incrementar la prevención, en tanto ante el 

hecho delictivo deberá hacer uso de la represión dentro del marco de 

la legalidad, esto último como eficaz instrumento de disuasión, y a los 
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efectos de satisfacer las demandas que sobre el tema de seguridad 

viene realizando la sociedad, evitando que el sistema se vea 

desbordado con el consecuente fracaso de aquella macropolítica 

implementada a más largo plazo. 

En suma, resolver los problemas significará menores costos sociales, 

y permitirá cumplir satisfactoriamente los objetivos de la política 

estatal en la materia. Para ello, las autoridades fijarán patrones 

macro regulatorios del subsistema seguridad, los que serán 

referentes de las operaciones concretas en el campo de la acción, 

propio de un proceso multidimensional, multidireccional, interactivo e 

iterativo, donde el funcionario competente actuará conforme a dichas 

pautas globales -utilizando la retroalimentación correctiva- para 

incrementar la eficacia y constante equilibrio entre seguridad 

colectiva y derechos individuales. 

El conjunto de principios, medidas y procedimientos que deben 

instrumentarse en orden a alcanzar los objetivos plenos de 

reinserción social de los internos y disminución de los índices de 

reincidencia son: 

• Creación de una “Escuela de Oficios” que funcione en todas las 

unidades del Servicio Penitenciario Federal. 

• Reconversión de las actuales funciones de la seguridad interna de 

los establecimientos penitenciarios, en agentes socializadores de 

los programas terapéuticos, consolidando y fortaleciendo las 
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figuras de operadores terapéuticos y de laborterapia. 

• Trabajo permanente con la comunidad con el objeto de lograr el 

aumento en los niveles de comprensión y aceptación social de los 

ex internos como extensión indispensable del ciclo de reinserción 

social. 

• Establecimiento de un sistema de promoción institucional del 

interno conforme a esfuerzos y propósitos efectivamente 

cumplidos, en vistas a su proyecto de vida futuro en la sociedad. 

• Implementación de actividades positivas y destierro del ocio 

carcelario. 

• Conformación de grupos homogéneos de internos que permitan la 

realimentación grupal de objetivos y metas. 

• Consolidación de los procesos laborales de los internos con 

adecuada remuneración (peculio). 

• Fortalecimiento de los recursos interdisciplinarios para la 

intervención efectiva de las disciplinas de tratamiento, médicas, 

psicológicas, psiquiátricas, de trabajo y asistencia social y 

espiritual. 
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El Recurso Humano: clave para la transformación 

 

La selección y formación del personal penitenciario son dos elementos 

claves para el perfeccionamiento contínuo del Sistema Penitenciario 

Federal. 

Todo quehacer que se basa en relaciones personalizadas, requiere de 

una especial atención y preparación de los ejecutores de tales 

actividades. 

El poder administrador, comprensivo de la situación y de las 

aspiraciones de progreso del personal, necesita incorporar los 

mecanismos para hacer realidad tales necesidades y deseos. 

Estos esfuerzos llevan implícitos equiparaciones y retribuciones 

salariales acordes a la misión social encomendada, reconocida como 

ardua, intensa, exigente en riesgos adicionales e intrínsicamente 

complejos.  

En tal sentido, el personal penitenciario deberá dedicarse 

exclusivamente a su compromiso institucional, ello equivale a ser 

compensado para cubrir su sustento y movilidad en la escala social 

con el producto de su profesión. 

Es necesario implementar el desarrollo del “area personal”, 

profundizando todos los aspectos referidos a los recursos humanos y 

su importancia para el logro de los objetivos trascendentes de la 

Institución.  
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Ello requerirá la instalación de un conjunto de firmes decisiones, que 

doten al sistema de los recursos necesarios para alcanzar los 

propósitos de la Política Penitenciaria Nacional, contenidos en el 

ordenamiento jurídico vigente. 

El sistema estará fortalecido cuando el personal tenga instrumentos 

adecuados y una motivación satisfactoria para desplegar los 

conocimientos y destrezas técnicas, destinados a sostener los 

principios científicos en materia penitenciaria. 

El personal debe operar fortalecido en su perfil, en sus virtudes, en su 

ética para poder ser reconocido en el contexto social en el que se 

desenvuelve. 

Es necesario generar las condiciones y estímulos adecuados para 

instalar una diferenciación interna de los desempeños, productos de 

concursos transparentes, que habiliten legítimamente a la ocupación 

de cargos por competencia. 

Ello reasegurará la ocupación de puestos con funcionarios de carrera 

conforme a trayectoria y perfil adecuado. 

El cúmulo de funciones penitenciarias contiene cualidades específicas 

en el ámbito estatal, así es entendido en la selección de los recursos 

humanos y en las condiciones para su permanencia en el sistema. Tal 

exigencia deberá ir acompañada de oportunidades reales para la 

asunción de los distintos cargos en la carrera. 

El sistema de reclutamiento, selección, registros integrales de 
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legajos, junta de calificaciones, ascensos y eliminaciones, juntas 

médicas, manejo de dotación  traslados de funciones se hallan bajo la 

responsabilidad de la Dirección de Recursos Humanos. 

Este órgano centraliza la información, la procesa y prepara los actos 

administrativos para la formailización de decisiones sobre el personal. 

Si bien el andamiaje administrativo y educativo del sistema realiza 

ingentes esfuerzos para optimizar los recursos en cuanto a formación, 

distribución y asignación funcional, existen aspectos, técnicas y 

estrategias aún no desarrolladas ni explotadas plenamente para 

mejorar la perfomance del recurso humano en el Servicio 

Penitenciario Federal. 

El personal necesita estar sólidamente formado para poder 

interactuar adecuadamente frente a las realidades operativas 

cambiantes. 

A la internalización de sus capacidades deberá agregarse el apoyo 

institucional a su gestión en vista a un desempeño satisfactorio y de 

alto compromiso. 

Algunos de los puntos que deben ser revisados a fin de fortalecer la 

política de personal de la Institución son: 

   

• Reformulación de fines, objetivos, planes y programas relativos a la 

formación del personal. 

• Incorporación de la ponderación en las calificaciones obtenidas 
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para promociones y asignación de destinos. 

• Redefinición de puestos estableciendo claramente lo que es 

específicamente penitenciario y técnico profesional de lo que es 

puramente burocrático. 

• Redefinición de las funciones de seguridad, tanto externa como la 

correspondiente a traslados de internos, custodias, operaciones de 

reestablecimiento del orden y cuerpo de requisas. 

• Implementación de Concursos transparentes para cubrir los cargos 

de Directores Generales y Directores de Unidades  penitenciarias. 

• Redistribución y racionalización del personal tendiente a lograr una 

adecuada asignación de recursos humanos y su correcta 

jerarquización. 
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Integración del Sistema Penitenciario Nacional y Regional 

 

El Servicio Penitenciario Federal tiene a su cargo las poblaciones 

penales derivadas por la Justicia Nacional y la Justicia Federal. 

El origen  de la actual configuración de la infraestructura física del 

Servicio Penitenciario Federal comienza con la creación de los 

Territorios Nacionales a fines del Siglo XIX. 

Con la instalación de los juzgados nacionales en las ciudades que se 

iban fundando en los territorios ganados al indio, hoy 

mayoritariamente capitales de las respectivas provincias, se fueron 

instalando cárceles en directa relación con la sede judicial. 

Es así como se crean establecimientos carcelarios en Misiones, 

Formosa y Chaco en el noreste, La Pampa, Neuquén, Río Negro, 

Chubut, Santa Cruz y Tierra del Fuego en el sur del país. 

Esta estructura, precaria en un comienzo pero de significativo aporte 

a la ocupación de vastos territorios, fue consolidada en la primera 

mitad de la pasada centuria, conformando la distribución espacial que 

hoy posee. 

A partir de la provincialización de los Territorios Nacionales, la Nación 

siguió conservando la infraestructura carcelaria y penitenciaria en el 

interior del país, con establecimientos que fueron renovados y 

ampliados para hacer frente a las necesidades penitenciarias del 

momento. 
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Sin embargo, a la luz de las nuevas exigencias a las cuales se ve 

sometido el sistema de ejecución de la pena privativa de libertad, a 

las nuevas modalidades delictivas y al incremento notable de otras, 

esta configuración espacial comienza a presentar una severa 

asimetría en lo que respecta a la ubicación y a la tipología de los 

establecimientos. 

El creciente número de personas que ingresan en el sistema penal en 

virtud de las leyes de represión del narcotráfico, junto con el 

sustancial incremento en el intercambio regional motivado por la 

creciente expansión económica que significa el Mercosur, determina 

un importante crecimiento en el número de personas a disposición de 

la Justicia Federal. 

Dentro de este cuadro de situación resulta destacable el aspecto que 

presenta la región noroeste, especialmente las Provincias de Salta y 

Jujuy en la frontera con la República de Bolivia, completamente 

desprovista de cárceles y prisiones federales, con lo cual la Justicia 

Federal debe recurrir a los servicios penitenciarios provinciales o a la 

Gendarmeria Nacional para el alojamiento de internos. 

Tanto el Servicio Penitenciario de Salta como el de Jujuy han hecho 

saber las profundas dificultades que les acarrea el alto número de 

internos federales que alojan, comunicando incluso a los jueces 

federales su incapacidad física para seguir recibiendo internos en sus 

unidades. 
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En la región del Centro – Litoral, tampoco existen institutos de 

detención federal. 

La región patagónica posee un buen número de institutos federales, 

en general con una capacidad de alojamiento sobredimensionada 

para la región.  

Este cuadro de situación pone de manifiesto la necesidad de 

fortalecer y dinamizar la coordinación de acciones y políticas de los 

sistemas penitenciarios a escala nacional, preservando las 

especificidades provinciales, con acciones coordinadas desde un 

ámbito central. 

La homogeneización de criterios normativos y procedimentales 

facilitan la calidad penitenciaria en cuanto a la aplicación de avances 

cognitivos y técnicos, ajustados a una mejor efectividad y economía. 

En este contexto, resulta necesario establecer cursos de acción que 

tiendan a: 

 

• Consolidar el Consejo Federal de Política y Reforma Penitenciaria a 

fin de trazar los ejes de la Política Penitenciaria Federal. 

• Propiciar la creación de un Comité Técnico de Expertos 

Penitenciarios en el nivel nacional, asignándole la función específica 

de estudiar y evaluar la problemática penitenciaria para apoyar, 

asesorar y atender requerimientos del Consejo Federal citado, 

teniendo presente (entre otros aspectos) las resoluciones y 
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conclusiones de los Congresos Penitenciarios. 

• La integración de personal idóneo a los servicios penitenciarios 

provinciales a través de la unificación de planes de selección y 

formación de personal con apoyo del gobierno nacional. 

• La formalización de Congresos Penitenciarios, promoviendo el 

acercamiento de medios académicos y profesionales que 

intervienen en la problemática de la readaptación y reinserción 

social de las personas privadas de libertad, a fin de lograr 

desarrollos técnicos ajustados a la realidad. 
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El tratamiento y la reinserción social como eje: El caso de 

España 

 

En la legislación española, la finalidad de las penas privativas de 

libertad, es la de reeducar y reinsertar en la sociedad a las personas 

que han cometido el delito. Así lo ordena la Constitución en su 

artículo 25.2, cuando dice que “las penas privativas de libertad y las 

medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y 

reinserción social ... El condenado a pena de prisión ... gozará de los 

derechos fundamentales de este capítulo”, es decir, de todos los 

derechos fundamentales de los ciudadanos a excepción de aquellos 

que limite la propia sentencia.  

La misma idea es plasmada en la Ley Orgánica General Penitenciaria, 

así como en el Reglamento que la desarrolla. El artículo 1 de la Ley 

Orgánica General Penitenciaria dispone que las instituciones 

penitenciarias “tienen como fin primordial la reeducación y la 

reinserción social de los sentenciados a penas y medidas penales 

privativas de libertad”. Por su parte el Reglamento Penitenciario 

recoge en su artículo 2 los fines de la actividad penitenciaria y señala 

que “la actividad penitenciaria tiene como fin primordial la 

reeducación y reinserción social de los sentenciados a penas y 

medidas de seguridad privativas de libertad”.  
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Por otro lado, el artículo 3 del citado Reglamento Penitenciario dice 

que “principio inspirador del cumplimiento de las penas y medidas de 

seguridad privativas de libertad será la consideración de que el 

interno es sujeto de derecho y no se halla excluido de la sociedad, 

sino que continua formando parte de la misma. En consecuencia, la 

vida en prisión debe tomar como referencia la vida en libertad, 

reduciendo al máximo los efectos nocivos del internamiento, 

favoreciendo los vínculos sociales, la colaboración y participación de 

las entidades públicas y privadas y el acceso a las prestaciones 

públicas”.  

De esta manera, puede comprobarse que en España, la prisión ha 

perdido la función represiva, de castigo, de venganza, de las que 

participó su filosofía antaño. La prisión debe servir como medio para 

recuperar a las personas que muestran conductas no adaptadas a la 

sociedad imperante.  

Por su parte, en consonancia con este espíritu, el Tribunal 

Constitucional de España ha sostenido que: 

“Este Tribunal ha reiterado en varias ocasiones que el artículo 25.2 de 

la Constitución no contiene un derecho fundamental, sino un mandato 

al legislador para orientar la política penal y penitenciaria; se 

pretende que en la dimensión penitenciaria de la pena privativa de 

libertad se siga una orientación encaminada a esos objetivos, sin que 
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estos sean su única finalidad (Autos del Tribunal Constitucional 

15/84, 486/1985, 303/86 y 780/96, y sentencias del Tribunal 

Constitucional 2/87 y 28/88). Pero que este principio constitucional 

no constituya un derecho fundamental no significa que pueda 

desconocerse en la aplicación de las leyes, y menos aún cuando el 

legislador ha establecido, cumpliendo el mandato de la Constitución, 

diversos mecanismos e instituciones en la legislación penitenciaria 

precisamente dirigidos y dirigidas a garantizar dicha orientación 

resocializadora o, al menos, no desocializadora, precisamente 

facilitando la preparación de la vida en libertad a lo largo del 

cumplimiento de la condena”.  

En cuanto al tratamiento: 

El artículo 25.2 de la Constitución afirma que el fin primordial de las 

penas privativas de libertad es la reeducación y reinserción social del 

recluso. En idéntico sentido se pronuncian los artículos 1.1 tanto de la 

Ley Orgánica General Penitenciaria como del Reglamento 

Penitenciario.  

La función reinsertadora y resocializadora de la pena de prisión se 

plasma en el “tratamiento penitenciario”.  

El artículo 62 de la Ley Orgánica General Penitenciaria define el 

tratamiento como “el conjunto de actividades directamente dirigidas” 

a la reeducación y reinserción social del preso.  
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Este tratamiento se inspira en el principio de individualización 

científica, programación, continuidad y dinamismo, a fin de, como 

dice la Exposición de Motivos y el articulado de la Ley Penitenciaria, 

conseguir, a través del tratamiento, la reeducación del penado.  

En la Ley Orgánica General Penitenciaria, se describen 

minuciosamente las características del tratamiento y los principios 

que lo deben inspirar (artículos 62 y 63 de la misma).  

Según estipula el artículo 65.2 de la Ley Orgánica General 

Penitenciaria, “la progresión del tratamiento dependerá de la 

modificación de aquellos sectores o rasgos de la personalidad 

directamente relacionados con la actividad delictiva; se manifestará 

en la conducta global del interno, y entrañará un acrecentamiento de 

la confianza depositada en el mismo y la atribución de 

responsabilidades cada vez más importantes que implicarán una 

mayor libertad”.  

El artículo 72.4 Ley Orgánica General Penitenciaria establece que “en 

ningún caso se mantendrá a un interno en un grado inferior cuando 

por la evolución de su tratamiento se haga merecedor a su 

progresión”.  

El tratamiento consiste, según el artículo 59.1 de la Ley Orgánica 

General Penitenciaria, en el conjunto de actividades directamente 

dirigidas a la consecución de aquellos fines. 
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Pero, además de ser un “medio”, el tratamiento penitenciario está 

configurado como un derecho subjetivo de los presos, de modo que 

es incluido en la carta de derechos y deberes del interno, en el 

artículo 4.2 d) del Reglamento Penitenciario: salidas programadas, 

grupos de terapia, programas de actuación especializada en 

drogadependencia, formación, cultura, deporte y trabajo 

penitenciario, son las actividades y campos que, según la legislación, 

deben trabajarse con el tratamiento.  

En el artículo 62 de la Ley Orgánica General Penitenciaria se recogen 

los principios inspiradores del tratamiento, a saber: 

  

• Estará basado en un estudio científico de la constitución, el 

temperamento, el carácter, las aptitudes y las actitudes, 

motivaciones y evolución de personalidad del sujeto, que 

conduzcan a un enjuiciamiento global de la misma.  

• Guardará relación directa con un diagnóstico de personalidad 

criminal y con un juicio pronóstico inicial tomando como base “una 

consideración ponderada” del enjuiciamiento global, su historial 

delictivo y todos los datos ambientales del sujeto.  

• Será individualizado según la personalidad de cada uno, utilizando 

métodos médico-biológicos, psiquiátricos, psicológicos, 

pedagógicos y sociales. 
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• Será complejo, es decir, se deben utilizar varios de los métodos 

anteriormente citados. 

• Será programado, fijándose un plan general de ejecución.  

• Será de carácter continuo y dinámico, dependiendo de la evolución 

de la personalidad del interno.  

 

Para todo ello, debe contarse con el propio preso, tal y como lo 

disponen tanto la Ley Orgánica General Penitenciaria como el 

Reglamento Penitenciario: 

  

• Artículo 61 de la Ley Orgánica General Penitenciaria: “Se 

fomentará que el interno participe en la planificación y ejecución de 

su tratamiento”  

• Artículo 112 del Reglamento Penitenciario: “se estimulará la 

participación del interno en la planificación y ejecución de su 

tratamiento”. 
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ANEXO 

 

 

 

 

 

• Proyecto de Nueva Ley Orgánica del Servicio Penitenciario 

Federal 

 

• Proyecto de Nuevo Régimen de Requisas y Decreto 

aprobatorio 
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EL SENADO Y CAMARA DE DIPUTADOS 

DE LA NACION ARGENTINA, REUNIDOS EN CONGRESO, 

SANCIONAN CON FUERZA DE 

LEY: 

 

 

LEY ORGANICA DEL SERVICIO PENITENCIARIO FEDERAL 

 

 

CAPITULO I 

MISION Y DEPENDENCIA 

Misión 

ARTICULO 1º.- El SERVICIO PENITENCIARIO FEDERAL es la 

Institución especializada responsable de la administración del sistema 

penitenciario federal. Es una fuerza de seguridad que tiene como 

misión la seguridad, custodia y guarda de las personas sometidas a 

las distintas modalidades de privación y restricción de la libertad y el 

régimen de reinserción social de los internos, de conformidad con los 

principios, derechos y garantías establecidos en la CONSTITUCION 

NACIONAL, los Tratados Internacionales, las leyes y 

reglamentaciones en vigencia. 

 

Fuerza Pública 

ARTICULO 2º.- El SERVICIO PENITENCIARIO FEDERAL tiene todas las 

facultades, atribuciones y obligaciones correspondientes a su calidad 

de depositario de la fuerza pública, debiendo observar el 

cumplimiento de la CONSTITUCIÓN NACIONAL, los Tratados 

Internacionales, las leyes, las reglamentaciones y demás normas 

vigentes. 

 El personal penitenciario está habilitado para portar el arma 
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provista por la institución, debiendo hacer un uso racional y adecuado 

de la misma con fines de prevención, rechazo de una acción de 

violencia o para vencer una resistencia. 

 

 

 

Dependencia 

ARTICULO 3º.- El SERVICIO PENITENCIARIO FEDERAL depende del 

PODER EJECUTIVO NACIONAL a través del MINISTERIO DE JUSTICIA 

Y DERECHOS HUMANOS, SUBSECRETARIA DE ASUNTOS 

PENITENCIARIOS, o la que la reemplace en el futuro. 

 

CAPITULO II 

AMBITO JURISDICCIONAL 

Jurisdicción 

ARTICULO 4º.- Para el ejercicio de las funciones y atribuciones del 

SERVICIO PENITENCIARIO FEDERAL establécense la siguientes 

jurisdicciones: 

I.-Propia: 

a) En los órganos de su dependencia y las Unidades Penitenciarias 

Federales, b) en cualquier lugar del país, cuando se trate de traslado 

y custodia de internos y, c) en los casos de evasión o fuga, en su 

persecución inmediata, en el marco de disposiciones legales y 

reglamentarias. 

II.-Prorrogada: 

a) Todo el territorio de la Nación, a requerimiento de la Justicia 

Federal y/o Nacional. 

b) En colaboración con otras jurisdicciones, en cumplimiento de su 

misión, previa autorización del PODER EJECUTIVO NACIONAL. 
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CAPITULO III 

ORGANIZACION 

ARTICULO 5º.- El SERVICIO PENITENCIARIO FEDERAL se organiza 

como Dirección Nacional del área competente del MINISTERIO DE 

JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS. Está conducida por un Director 

Nacional e integrada por la Subdirección Nacional, el Consejo de 

Planificación y Coordinación,  y tendrá bajo su dependencia directa 

las áreas de Recursos Humanos, Administración Financiera, 

Bienestar, Régimen y Tratamiento, Seguridad, Asuntos Internos y 

todas las dependencias indispensables para el cumplimiento de su 

misión. 

 

CAPITULO IV 

COMPETENCIA 

Director Nacional 

ARTICULO 6º.- Al Director Nacional le compete la conducción 

ejecutiva, operativa y administrativa y la supervisión, contralor e 

inspección de todos los organismos bajo su dependencia, de 

conformidad con las políticas fijadas por el PODER EJECUTIVO 

NACIONAL. 

Asimismo es competencia del Director Nacional: 

a) Proponer al PODER EJECUTIVO NACIONAL, por intermedio del 

MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS, la 

reglamentación de las leyes que regulan el funcionamiento 

institucional. 

b) Dictar los reglamentos internos, en el marco de las facultades 

conferidas por el ordenamiento jurídico en vigor. 

c) Coordinar la gestión institucional. 

d) Garantizar la seguridad en el ámbito de la Institución. 

e) Disponer la programación y ejecución del traslado de los 

internos. 
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f) Conducir la organización, orientación, registro y fiscalización 

del régimen y tratamiento penitenciario aplicable a los 

internos. 

g) Proponer al Poder Ejecutivo Nacional con arreglo a las 

necesidades del servicio la planta de personal necesaria. 

h) Administrar los recursos humanos y entender en su formación 

y capacitación profesional. 

i) Atender la gestión administrativa y financiera. 

j) Entender en la atención médica y social integral del personal y 

de su grupo familiar, conforme la normativa vigente. 

k) Organizar, disponer y coordinar los servicios adicionales del 

personal penitenciario. 

l) Participar en la planificación, organización, y fiscalización del 

diseño y desarrollo integral de las construcciones 

penitenciarias. 

CAPITULO V 

FUNCIONES Y ATRIBUCIONES 

Funciones 

ARTICULO 7º.- La DIRECCION NACIONAL DEL SERVICIO 

PENITENCIARIO FEDERAL, tiene las siguientes funciones: 

a) Ejercer la competencia y responsabilidad administrativa de la 

conducción, desarrollo y supervisión de las actividades que 

conforman el régimen penitenciario, mientras no estén, en forma 

específica, asignadas a la autoridad judicial. 

b) Ejercer la representación del Estado ante los tribunales judiciales, 

organismos jurisdiccionales y administrativos nacionales o locales, 

en las materias de su competencia. 

c) Intervenir y prevenir en todos los casos de delitos que ocurran en 

su ámbito jurisdiccional propio con los deberes y atribuciones 

establecidos en el Libro II Título 1, Capítulo II del Código Procesal 

Penal de la Nación -Ley Nº 23.984- y sus modificatorias. 
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d) Velar por la seguridad y custodia de las personas sometidas a las 

distintas modalidades de privación de la libertad, procurando que 

éstas contribuyan a preservar y mejorar su educación y su salud 

física y mental. 

e) Promover en las personas sometidas a sanciones penales 

privativas y restrictivas de la libertad, en todas sus modalidades, 

la capacidad de comprender y respetar la ley, procurando su 

adecuada reinserción social. 

f) Alojar en los establecimientos de su dependencia a procesados y 

condenados de la Justicia Nacional y condenados por tribunales 

extranjeros, de conformidad con la legislación vigente en la 

materia. 

g) Desarrollar los programas de rehabilitación social de los internos. 

h) Producir informes criminológicos o penitenciarios y, según la 

normativa vigente, remitirlos a la autoridad competente. 

i) Garantizar la objetividad e integridad de los datos que componen 

los informes de los consejos correccionales de cada unidad, 

incluyendo los aspectos esenciales del tratamiento del interno. 

j) Velar por el fiel cumplimiento de los deberes y el ejercicio de los 

derechos de los agentes penitenciarios. 

k) Asegurar la capacitación y formación permanente de los agentes 

penitenciarios. 

l) Asesorar al MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS en 

materia de su competencia. 

Atribuciones 

ARTICULO 8º.- La DIRECCION NACIONAL DEL SERVICIO 

PENITENCIARIO FEDERAL, tiene las siguientes atribuciones: 

a) Recibir y transferir a los internos de otras jurisdicciones en el 

marco de los convenios vigentes. 

b) Transferir a los ciudadanos extranjeros condenados por la 

Justicia Nacional, según lo previsto en los tratados y legislación 
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aplicables. 

c) Disponer y efectuar el traslado de los internos dentro de la 

jurisdicción del Gobierno de la Nación, de conformidad con las 

disposiciones legales y reglamentarias. 

d) Extender la capacitación técnica de los agentes penitenciarios 

propiciando el intercambio, el otorgamiento de becas y el 

cumplimiento de comisiones, en el país o en el extranjero, en 

materias penitenciarias y afines. 

e) Intervenir en la organización y participación en congresos, 

actos y conferencias de carácter penitenciario, penal, 

criminológico y de materias afines. 

f) Intervenir en la planificación, programación y organización de 

nuevos establecimientos, servicios y prestaciones. 

g) Favorecer el intercambio informativo con otros organismos 

especializados, coadyuvando en la prevención del delito y la 

reducción de la criminalidad. 

h) Promover convenios con otras jurisdicciones en materia de 

organización penitenciaria y régimen de aplicación de medidas 

y sanciones penales privativas de la libertad. 

i) Cooperar, científica y técnicamente, con las provincias y otros 

organismos, previa autorización del PODER EJECUTIVO 

NACIONAL. 

j) Desarrollar investigaciones científicas y técnicas en materia 

penitenciaria, elaborar las estadísticas del sistema penitenciario 

federal y requerir o intercambiar con otras administraciones 

penitenciarias o afines, informaciones y datos de carácter 

técnico y científico. 

k) Participar y colaborar en la elaboración y estudio de la política 

penitenciaria y de readaptación social, y en su reforma 

legislativa. 

l) Atender los requerimientos expresos que, por la prestación del 
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servicio de seguridad adicional, le efectúen los organismos 

nacionales, gobiernos provinciales y municipales, según los 

convenios celebrados. 

m) Organizar y asegurar la prestación del servicio de seguridad 

adicional destinado a la vigilancia y seguridad en custodia de 

personas, bienes y servicios en organismos o instituciones 

públicas. 

 

CAPITULO VI 

DESIGNACIONES 

Director Nacional y Subdirector Nacional 

ARTICULO 9º.- El Director Nacional y el Subdirector Nacional serán 

designados por el PODER EJECUTIVO NACIONAL de entre los Oficiales 

Superiores de la Institución en actividad y que ostenten el grado 

máximo del Escalafón Cuerpo General. 

Consejo de Planificación y Coordinación 

ARTICULO 10º.- El Consejo de Planificación y Coordinación estará 

presidido por el Director Nacional y el Subdirector Nacional. Sus 

miembros, que no podrán ser más de CINCO (5) serán designados 

por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, a propuesta de la DIRECCION 

NACIONAL y su retribución no será inferior a la del Oficial Superior 

que ostente el último grado en actividad con el máximo de 

antigüedad, debiendo computársele el tiempo durante el cual 

desempeñe esa función a todos sus efectos.  

 

 

CAPITULO VII 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS 

Cuadro Orgánico 

ARTICULO 11.- La constitución del cuadro orgánico se fijará en la 

reglamentación, que determinará la correlación entre el grado y las 
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funciones, así como las dotaciones por escalafones, de conformidad 

con lo que establezcan las normas estatutarias del personal de la 

DIRECCION NACIONAL DEL SERVICIO PENITENCIARIO FEDERAL. 

 

Vigencia 

ARTICULO 12.- Esta Ley entrará en vigencia a los SESENTA (60) días, 

contados a partir de su publicación en el Boletín Oficial. 

ARTICULO 13.- Deróganse los artículos 1º a 33 y 53 de la Ley Nº 

20.416 y sus modificatorias. 

ARTICULO 14.- Comuníquese al PODER EJECUTIVO NACIONAL. 
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       BUENOS AIRES, 

 

VISTO  el Expediente Nº           /06 del registro del 

MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS, la Ley de 

Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad Nº 24.660, y  

 

CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  70  de  la Ley Nº 24.660  establece 

que para preservar la seguridad general, los registros en las personas 

de los internos, sus pertenencias y locales que ocupen, los recuentos 

y las requisas de las instalaciones del establecimiento, se efectuarán 

con las garantías que reglamentariamente se determinen y dentro del 

respeto a la dignidad humana. 

Que el artículo 163 de la mencionada ley establece que 

el visitante y sus pertenencias, por razones de seguridad, serán 

registrados respetando la dignidad de la persona humana. 

Que procede reglamentar los citados artículos, a fin de 

asegurar su aplicación dentro del marco del absoluto respeto a los 

principios de la CONSTITUCION NACIONAL y Tratados Internacionales 

vigentes en la materia, asegurando un trato digno al interno y sus 

visitas.  

Que ha tomado intervención el servicio permanente de 
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asesoramiento  jurídico  del  MINISTERIO  DE  JUSTICIA Y DERECHOS 

HUMANOS.  

Que   el   presente   se   dicta   en   ejercicio   de   las   

facultades  emergentes  del  artículo   99,   incisos 1 y 2  de  la  

CONSTITUCION  NACIONAL. 

 

Por ello, 

EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA  

DECRETA: 

ARTICULO 1°.- Apruébase la reglamentación a los artículos 70 y 163 

de la Ley de Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad Nº 24.660, 

que como Anexo I forma parte integrante del presente. 

ARTICULO 2°.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección 

Nacional del Registro Oficial y archívese. 

 

DECRETO N° 
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          ANEXO I 
 

 

REGLAMENTO GENERAL DE REGISTRO DE INTERNOS, VISITAS, 

INSTALACIONES Y COSAS 

(Artículos 70 y 163 de la Ley Nº 24.660) 

 

TÍTULO I 

OBJETO Y ALCANCE 

Artículo 1º.- El presente reglamento establece las pautas y 

modalidades en que se desarrollarán las actividades de registro de los 

internos, sus pertenencias y locales que ocupen, los recuentos, las 

requisas de las instalaciones del establecimiento y el registro a los 

visitantes y sus pertenencias. 

Artículo 2º.-  Las actividades de registro, recuento y requisa serán 

destinadas a preservar la vida y la integridad física del personal 

penitenciario, de los internos y de los visitantes, y a la prevención del 

ingreso, tenencia y circulación de elementos que puedan ser 

utilizados para afectar la seguridad general, producir alteraciones del 

orden o como medio para facilitar la fuga o evasión de los internos, o 

bien de cualquier elemento cuyo ingreso o tenencia se encuentre 

legalmente prohibido. 

Artículo 3º.- Este reglamento será de aplicación en todos los 
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establecimientos dependientes del SERVICIO PENITENCIARIO 

FEDERAL. 

 

TÍTULO II 

PRINCIPIOS BÁSICOS DE INTERVENCIÓN 

Artículo 4º.- Todos los procedimientos de registro, recuento y requisa 

deben desarrollarse dentro de parámetros establecidos, con 

determinación de responsabilidades y respetando los siguientes 

principios básicos de intervención: 

a. Proporcionalidad entre la intensidad de afectación a la 

intimidad del sujeto pasivo de la medida de seguridad utilizada y 

los fines que se persiguen con su utilización. 

b. Toda aplicación de medidas de seguridad no ordinarias 

requieren la previa justificación de su necesidad. 

c. En ningún caso podrá humillarse a los internos en los 

procedimientos de registro y recuento y a los visitantes en el de 

registro, debiendo respetarse en todos los casos su dignidad. 

d. Siempre que fuese posible para lograr el resultado perseguido 

se utilizará prioritariamente aquella medida que resulte menos 

gravosa para la dignidad e intimidad de los internos y de los 

visitantes. 

e. Los internos y las visitas deberán ser registrados por personal 

penitenciario de su mismo sexo. 
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f. En ningún caso el personal de seguridad podrá realizar 

registros en las cavidades del cuerpo de los internos o de los 

visitantes. 

g. Todos los procedimientos de registro, recuento y requisa 

deberán ser planificados y organizados, su ejecución deberá ser 

controlada y los resultados evaluados a efectos de poder 

establecer su grado de eficacia. 

h. El personal penitenciario deberá actuar con firmeza y 

convicción, basándose en un comportamiento ético que rescate el 

respeto por el otro, los límites del ejercicio de la autoridad y la 

rectitud que debe imperar en todos los actos de servicio. 

 

TÍTULO III 

TIPOS DE REGISTRO 

 

CAPÍTULO I 

DEL REGISTRO DE LAS PERSONAS: MODALIDADES 

 

SECCIÓN I 

MODALIDAD SUPERFICIAL 

Artículo 5º.- La modalidad superficial será aplicable, de manera 

regular, a los internos en momentos de salir de su sector de 

alojamiento y para las actividades internas en general. Se aplicará 
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también, cuando la situación lo amerite, al personal penitenciario y a 

toda persona que pretenda ingresar en un establecimiento 

penitenciario. 

              Consiste en un cacheo corporal, mediante palpado general, 

sobre la ropa y objetos que porta la persona registrada, comenzando 

desde la cabeza, cuello, brazos, cuerpo y piernas, intentando detectar 

todo elemento no permitido que pueda ocultarse entre las prendas de 

vestir y los objetos. 

Artículo 6º.- Si, durante el procedimiento de registro superficial, se 

observara algún comportamiento o manifestación extraña, el personal 

penitenciario de mayor grado que se encuentre presente podrá 

ordenar que se realice la modalidad de registro semi-integral, 

debiéndose dejar explicitados de forma escrita los motivos que dieron 

lugar a la utilización de la otra clase de registro. 

 

SECCIÓN II 

MODALIDAD SEMI-INTEGRAL 

Artículo 7º.- La modalidad semi-integral será efectuada a los internos 

que se reintegran al sector de alojamiento, luego de estar fuera de 

éste. En este tipo, se encuadran los traslados, trabajo, visitas, ingreso 

y reintegros. Será también aplicable a las visitas (familiares o 

allegados).  

           Se efectuará en condiciones y modalidad similar a la 
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superficial, agregándose la revisión cuidadosa de las prendas: 

costuras, cuellos, plantillas del calzado, interior de vendajes, ropa 

interior; mediante  inspección ocular sin contacto con la persona y en 

detalle los objetos que portan, de ser necesario hasta su desarmado 

con fines de verificación. 

 

SECCIÓN III 

MODALIDAD INTEGRAL 

Artículo 8º.- La modalidad integral podrá ser efectuada respecto de 

los internos y/o visitantes. Consiste en hacer quitar la indumentaria y 

observar las partes íntimas del sujeto exclusivamente por personal 

médico, y la minuciosa revisión de la ropa y los objetos que porta por 

personal de seguridad.  

Articulo 9º.- Tanto en el caso de los internos como en el de los 

visitantes deben reunirse necesariamente las siguientes condiciones 

para su realización: 

m) Indicios fehacientes de que el sujeto pasivo del registro pudiera 

ocultar en su cuerpo algún elemento cuyo ingreso se encuentre 

prohibido. Estos indicios pueden basarse, en movimientos 

extraños, gesticulaciones, estado de nerviosismo, intento de 

evadir los controles y demostración de apariencia incómoda. 

n) La no existencia de alternativa posible que reemplace esta 

modalidad de registro. 
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o) Debe tomar conocimiento la autoridad judicial correspondiente. 

p) Debe ser ordenada su realización mediante resolución fundada 

por el Director del establecimiento carcelario, quien se encuentre 

reemplazándolo o el responsable de la División Seguridad Interna. 

Artículo 10.- De hallarse algún elemento prohibido durante el registro, 

el médico practicante deberá separarlo  colocándolo  en  envoltorio  

plástico  para  el  peritaje  respectivo,  siguiendo las previsiones 

legales indicadas al efecto. Tomará inmediata intervención el 

funcionario responsable, a fin de adoptar las medidas tendientes a 

iniciar las actuaciones prevencionales respectivas, dando intervención 

al Juzgado competente.  

Artículo 11.- Cuando los visitantes resulten ser menores de 

DIECIOCHO (18) años, el registro se efectuará con la presencia de la 

persona mayor que lo acompañe. 

Artículo 12.- Las visitas de los internos podrán negarse a someterse a 

esta clase de registro, pudiendo, en ese caso, realizar la visita en 

sector separado que permita el posterior registro integral sobre el 

interno. 

 

CAPÍTULO II 

REGISTRO DE LAS INSTALACIONES 

Artículo 13.- La requisa de instalaciones tiene como finalidad la 

constación objetiva de las instalaciones e infraestructura, con el fin de 
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que no sean alteradas, modificadas o utilizadas para esconder 

elementos no autorizados. Se empleará para ello todos los medios 

técnicos disponibles al cumplimiento del objetivo. 

 

CAPITULO III 

REGISTRO DE LAS COSAS 

Artículo 14.- La inspección de productos y elementos de uso y de 

consumo se efectuará sobre los productos de los internos en los 

sectores de alojamiento, y de los autorizados para ingresar por los 

visitantes (familiares, allegados, otros), mediante la verificación de 

que no constituyan un medio para el ingreso, tenencia, circulación u 

ocultamiento de sustancias o elementos prohibidos. Será realizado 

por personal idóneo dependiente de la División Seguridad Interna y, 

en lo posible con el auxilio de técnicos, cuando alguno de los objetos 

posea componentes electrónicos. 

Artículo 15.- La inspección de los productos y elementos de uso y 

consumo de los internos deberá practicarse, cuando ello sea posible, 

con la presencia del interno titular de los mismos. También deberá 

poder estar presente el familiar o allegado que lo requiera, al 

momento de practicarse la inspección de los elementos que ingresa, 

siempre que ello no constituya un riesgo para la seguridad del 

personal que se encuentre efectuando el control. 
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CAPITULO  IV 

REGISTROS SEGUN EL LUGAR DE REALIZACIÓN 

Artículo 16.- Los registros según el lugar de realización pueden ser: 

a) Generales. 

b) Localizados. 

Artículo 17.- Los registros generales son aquellos que se realizan en 

la totalidad de las instalaciones del establecimiento carcelario, 

abarcando los distintos sectores de alojamiento de la población penal 

y los patios de visita, aulas, talleres, gimnasio, salas de internación, 

locutorios y otros. Su planificación conlleva la determinación de la 

modalidad de registro de las personas y la inspección de las 

instalaciones.  

          El registro general debe realizarse preferentemente en forma 

aperiódica, siendo ordenada su ejecución por la Dirección del 

establecimiento. 

Artículo 18.- Los registros localizados son aquellos que se 

circunscriben a determinados sectores del establecimiento en forma 

predeterminada. Se realizan a criterio del Jefe de la División 

Seguridad Interna, previa fijación del tipo de registro de las personas 

y la inspección de las instalaciones.  

             Estos registros se llevarán a cabo habitualmente, conforme a 

la urgencia que demanda la situación y las actividades propias del 

establecimiento. 
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TÍTULO IV 

RECUENTOS 

Artículo 19.- Se entenderá por recuento la actividad tendiente a 

verificar el número de internos existentes en la dependencia en que 

se realice y el estado físico de los mismos mediante la visión directa 

de cada uno de ellos. 

Artículo 20.- Los recuentos se clasifican en: 

a) Ordinarios. 

b) Extraordinarios. 

Artículo 21.- Son recuentos ordinarios aquellos que se realizan cada 

vez que se practican los cambios de turno del personal de vigilancia y 

custodia. Constituyen también recuentos ordinarios aquellos que se 

realizan antes y después de trasladar a un grupo de internos fuera de 

su habitual lugar de alojamiento a fin de practicar cualquier actividad, 

siempre que el número de internos trasladados así lo exigiere. 

Artículo 22.- Son recuentos extraordinarios todos aquellos que deban 

realizarse por fundadas razones de seguridad. 

Artículo 23.- Podrán ordenar la realización de recuentos 

extraordinarios el Director del establecimiento o el Jefe de la División 

Seguridad Interna del mismo, o bien quien se encuentre 

reemplazándolo. Dicha orden deberá señalar de forma clara y precisa 

los motivos del recuento y si el mismo se hará de forma parcial, 

respecto de un espacio físico o zona en particular, o si abarcará la 
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totalidad del establecimiento.                                                                               

 

TÍTULO V 

CONSIDERACIONES GENERALES 

Artículo 24.- En todos los procedimientos de registro de personas, ya 

sea personal penitenciario, internos y visitas, a quienes se le 

secuestre algún elemento y/o sustancia no permitida, será motivo de 

inicio de las actuaciones administrativas correspondientes, dándose 

intervención a la Auditoria Zonal para labrar las actuaciones 

prevencionales que diere lugar y la comunicación inmediata a la 

autoridad judicial correspondiente. 

Artículo 25.- En los casos de los registros a las visitas e internos, se 

verificará que no presente signos visibles de lesión y/o que no hayan 

sido víctimas de agresión tanto durante el proceso de espera al 

ingreso, egreso o durante el horario de visitas. De darse tal supuesto, 

se procederá conforme lo normado en el artículo anterior. 

Artículo 26.- Todos los registros de personas y requisas de las 

instalaciones serán anotadas en los libros habilitados para tal fin, con 

sus respectivas especificaciones, debiendo dejar asentada la firma, 

como constancia de cada acto realizado, el personal que se encuentre 

a cargo del procedimiento. 

Artículo 27.- Los agentes, internos y visitantes no podrán sustraerse 

de los controles previstos en este reglamento. 
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Artículo 28.- El personal penitenciario que desempeñe tareas de 

seguridad interna y registro debe ser constantemente instruido en la 

materia y capacitado con respecto a toda la normativa nacional e 

internacional sobre el trato a las personas en el contexto de los 

derechos humanos. 

Artículo 29.- Se procurará que el personal reúna las condiciones 

mínimas de grado, antigüedad institucional y experiencia, 

antecedentes personales y estado físico necesarios para dar cabal 

cumplimiento de las exigencias de esta actividad. 

Artículo 30.- Quienes participen en los registros deberán mantener 

reserva y confidencialidad respecto de los procedimientos ejecutados, 

a excepción de que se compruebe la existencia de una infracción o un 

delito, en cuyo caso deberán iniciarse las actuaciones de rigor. 

Artículo 31.- A fin de fijar la intensidad en la práctica de las medidas 

de seguridad interna mencionadas en la presente reglamentación se 

deberá tener en cuenta el perfil de los internos que se alojan en la 

dependencia, el estado en la progresividad del régimen de la 

ejecución de la pena privativa de libertad y el nivel de seguridad del 

establecimiento. 

Artículo 32.- Los registros de las personas en las modalidades semi-

integral e integral cuando se practiquen a los visitantes o al personal 

deberán realizarse en lugares cerrados donde se preserve la intimidad 

de los registrados. Para el caso de los internos deberá también 
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preservarse, en lo posible, su intimidad al momento de realizarse los 

registros bajo estas modalidades. 

Artículo 33.- Cuando se practique un registro de las personas, quien 

se encuentre a cargo del procedimiento, podrá decidir, siempre que 

las circunstancias y las condiciones de seguridad lo permitieren, 

realizar estos registros seleccionando al azar quienes serán objeto de 

esta medida de seguridad. 

Artículo 34.- Facúltase al Señor Ministro de Justicia y Derechos 

Humanos a dictar todas las normas aclaratorias y complementarias al 

presente. 
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